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Resumen: En un contexto de mercantilización de la prestación del cuidado ha llegado el momento de acometer la incorporación de los
principios de la Ley 8/2021 a la norma UNE sobre Servicios para la promoción de la autonomía personal. Gestión del servicio de ayuda a
domicilio. Y ello no solo por los destinatarios a que esta va dirigida, personas mayores, personas en situación de dependencia y personas
con discapacidad sino sobre todo por la dimensión contractual que soporta su contenido en el que necesariamente ha de encontrar
proyección los mandatos normativos que la Ley citada incorpora.

En el contexto normativo actual ha cobrado protagonismo la necesaria adaptación de las normas comprometidas con la dependencia y los
cuidados a los principios que inspiran la Ley 8/2021 por la que se reforma la legislación civil y procesal para el apoyo a las personas con
discapacidad en el ejercicio de su capacidad jurídica. Y de este compromiso no puede sustraerse la UNE 158301 sobre Servicios para la
promoción de la autonomía personal. Gestión del servicio de ayuda a domicilio (en adelante UNE) y ello por dos motivos: primero, por los
destinatarios  a los que va dirigida, personas mayores, personas en situación de dependencia, personas con discapacidad. Y el segundo, por la
dimensión contractual que soporta su contenido en el que necesariamente ha de encontrar proyección los mandatos normativos de hegemonía
de la voluntad y autonomía decisoria, pilares de la ley 8/2021, de obligada aplicación al colectivo al que la UNE va dirigida.

Si el objetivo reconocido de la UNE es «ser un marco de referencia para poder garantizar, de manera estructurada que las personas reciban un
servicio de calidad (UNE, 1.1) generando un clima de confianza en la comunidad; si valoramos la normalización como palanca de impulso para
alcanzar los retos de la sociedad, sin duda la consolidación de la nueva conciencia en torno a los cuidados asistenciales a la que la UNE ha de
contribuir, no puede lograrse de espaldas a los principios que incorpora la Ley 8/2021. Como exponente claro de la mercantilización de la
prestación de las actividades asistenciales de ayuda a domicilio, la UNE debe abandonar la idea de que el cuidado es una mera respuesta
individual aislada a un deterioro funcional del individuo, mero receptor de prestaciones solicitadas por terceros, para incorporar la noción de
cuidado como derecho de todas las personas, valoradas como sujetos activos con capacidad para gestionarlos en uso de su autonomía.

La Ley 8/2021 reconoce a las personas con discapacidad, y, por ende, a las personas de edad (2) , el ejercicio de su capacidad jurídica en igualdad
de condiciones con las demás, sin que el deterioro cognitivo o volitivo que haya podido justificar la demanda de cuidados pueda interferir en el
mismo. Y la UNE no puede ser impermeable a esta nueva realidad jurídica. El sistema de sustitución en la toma de decisiones, cuyo más claro
exponente era la institución de la tutela a la que la UNE sigue haciendo referencia (UNE 2. 2ª; 3.7) (3) , ha sido reemplazado por una estructura de
apoyos para el ejercicio de la capacidad jurídica que debe encontrar reflejo en el contenido de la norma.
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Por tanto, creo que estamos ante la coyuntura propicia para que la UNE 158301, en cuanto marco de referencia que pretende garantizar un
estándar de calidad en la dinámica de la contratación de servicios asistenciales de cuidados a domicilio, incorpore a su contenido el principio de
la hegemonía de la voluntad que recoge la Ley 8/2021. En consecuencia, al usuario contratante que contempla la UNE 158301 se le debe brindar
siempre la oportunidad de formar y expresar sus deseos y preferencias, potenciando su autonomía en la toma de decisiones que le conciernen y
orillando con ello comportamientos paternalistas poco respetuosos con la voluntad de la persona. Y, cuando su situación se lo permita, entiendo
que nada impide que las decisiones relativas a la contratación las tome él mismo

En el escenario de contratación del cuidado en el ámbito del hogar, la persona de edad se erige, no
solo en el receptor del servicio sino en el propio protagonista contractual que le confiere ser titular del
mismo

Téngase en cuenta además que, en el escenario de contratación del cuidado en el ámbito del hogar, la persona de edad se erige, no solo en el
receptor del servicio sino en el propio protagonista contractual que le confiere ser titular del mismo. Repárese en que el art. 1 del Real Decreto
1620/2011, de 14 de noviembre, por el que se regula la relación laboral de carácter especial del servicio del hogar familiar, modificado por Real
Decreto‐ley 16/2022, de 6 de septiembre, considera relación laboral especial del servicio del hogar familiar la que conciertan el titular del mismo,
como empleador y el empleado que, dependientemente y por cuenta de aquél, presta servicios retribuidos en el ámbito del hogar familiar. A los
efectos de esta relación laboral especial, se considerará empleador al titular del hogar familiar, ya lo sea efectivamente o como simple titular del
domicilio o lugar de residencia en el que se presten los servicios domésticos. De acuerdo con lo que dispone el mencionado precepto, si la
persona de edad es la titular del lugar donde se realizan las actividades normales de la vida diaria familiar, ya lo sea efectivamente o como simple
titular del domicilio o lugar de residencia en el que se presten los servicios domésticos, necesariamente velis nolis deberá asumir la condición de
empleador y por ende parte  contractual en el contrato de servicio del hogar familiar.

Por todo ello, si el usuario al que se refiere la UNE, aun con limitaciones funcionales en el ámbito físico o sensorial derivadas de su situación de
dependencia, puede emitir una declaración de voluntad libre y consciente en la contratación asistencial dentro del hogar, él será el que asuma la
condición de cliente contratante. Tal circunstancia personal por edad o por la discapacidad que padece no encuentra proyección en el ámbito
jurídico‐contractual que justifique alguna especialidad en la prestación del consentimiento contractual, lo que supondría claramente caer en
comportamientos edadistas y discriminatorios carentes de cualquier fundamento en el actual contexto jurídico.

Si, el usuario presentase una discapacidad intelectual o psicosocial tal circunstancia, por sí sola, no sería causa suficiente para rechazar su
participación en el contrato de servicio a domicilio, siempre que la persona pueda culminar con éxito el proceso formativo de su voluntad con la
intervención de una persona que le preste apoyos en la comprensión de los términos y consecuencias de su declaración. Esta persona que le
presta el apoyo asistencial no formará parte del contrato de cuidados que se celebra, del que únicamente será parte contratante y, por ende,
cliente el usuario que reciba el servicio de ayuda a domicilio, al que se le aplicará el plan de atención (UNE 2.12).No obstante, aunque la persona
que presta el apoyo no aparezca en el contrato, la importancia que asume la misma en la gestación del mismo aconsejaría a mi juicio que, en el
expediente abierto a cada usuario, además de los datos que refiere la UNE, 3.3.i.1), se recogiera la identidad de aquel.

En este escenario, la persona usuaria contratará por sí sola con los ajustes razonables que ofrezca la entidad prestadora, facilitando canales de
comunicación que permitan el flujo de toda la información suficiente y veraz, en términos comprensibles, «sobre el funcionamiento básico del
servicio, así como facilitar información general de las prestaciones, de las características generales de funcionamiento y de los derechos y
obligaciones de la persona usuaria» (UNE 3.2).Y ello con el único fin de que alcance la comprensión suficiente del acto y sus consecuencias. Solo
así se podrá garantizar el ejercicio de su autonomía para lo cual la comprensión del acto y sus consecuencias se erige en un elemento
indispensable. De no hacerse así, si se deniegan las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas (que no impongan una «carga
desproporcionada o indebida») tales omisiones podrían ser constitutivas de una discriminación (CRPD/C/GC/6, §.18.c) (4) .

Teniendo en cuenta la importancia que para el usuario contratante pueda tener esta información, considero que en los Protocolos de actuación
se deberían articular medidas de control para que se garantizase el derecho de las personas con discapacidad a recibir la que sea precisa en la
contratación de la que va a ser parte.

Si la persona usuaria tuviera otorgados poderes preventivos o acuerdos de apoyo ex art. 255 CC, señalando la persona que quiere que le preste la
asistencia o le represente en la toma de decisiones, esta es la que deberá actuar o contratar. En defecto o insuficiencia de apoyos voluntarios o
de tipo judicial, la asistencia a la persona usuaria corresponderá al guardador de hecho, normalmente familiar o allegado. Lamentablemente,
habida cuenta de la soledad en la que cada vez más se encuentran las personas de edad, huérfanas de cualquier apoyo familiar, es posible que tal
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figura no exista lo que obligará a acudir al auxilio judicial.

Cuando el usuario del servicio de ayuda a domicilio es incapaz de desarrollar su propio proceso de formación de su voluntad de manera
consciente y libre, aun con apoyos de tipo asistencial, a falta de apoyos voluntarios, se deberá contar con la presencia de apoyos más intensos de
tipo representativo a los que hace referencia el artículo 249.3 CC, entre los que no estará la tutela, eliminada por la Ley 8/2021 y a la que todavía
se invoca en algún punto de la UNE. Véase el punto 3.7 in fine cuando dispone que en caso de que la persona usuaria del servicio no pueda
recibir o entender la información por sí misma, aquélla se debe facilitar a sus familiares o tutores. Puntualización que, por lo que concierne a los
sujetos aludidos, no parece encontrar acomodo en  el nuevo marco normativo creado por la Ley 8/2021: primero, porque la tutela ha
desaparecido lo que obliga sustituir la mención por la de la persona que presta el apoyo de tipo representativo. Y, segundo, por lo que se refiere
a los familiares, a mi juicio, el recurso a estas personas pone de manifiesto una inercia paternalista que no se aviene con los postulados
convencionales. Desde la perspectiva del protagonismo de la voluntad de la persona en el nuevo constructo normativo, a mi juicio, no parece
pertinente el recurso a estas personas de periclitada importancia en su dimensión jurídica. La información, en cuanto tiene proyección en el
ámbito jurídico de la contratación, deberá suministrarse, no al familiar sino a las personas que preste el apoyo voluntario, el judicial o, en su
caso, el informal, sean todos ellos familiares o no, teniendo en cuenta que, de acuerdo con el art. 250 CC, últ. párr. no podrán tener tal condición
quienes prestan servicios asistenciales, residenciales o de análoga naturaleza a la persona con discapacidad.

Vistas las consideraciones anteriores en relación con la incidencia de la Ley 8/2021 en la contratación del servicio de ayuda a domicilio realizada
por personas dependientes, considero que es necesario poner el foco de atención en una serie de puntos del texto de la UNE 158301. Gestión del
servicio de ayuda a domicilio, que bien  pudieran demandar una actuación por parte del Comité Técnico de Normalización (CTN) 158 ‐ Servicios
para la promoción de la autonomía personal y para personas en situación de dependencia, de la Asociación Española de Normalización (UNE), a
cuya autoría corresponde la misma. Y ello con el objeto de incorporar a su texto los nuevos principios que acoge la reforma llevada a cabo por la
menciona Ley, de obligado cumplimiento en todo el Estado español.

Por las limitaciones de este trabajo no creo pertinente caer en el casuismo de abordar punto por punto las modificaciones que sería conveniente
incorporar al texto. Tan solo llamaré la atención sobre algunas cuestiones que, por su obviedad, el paciente lector no tendrá dificultad en seguir.

Así, a mi juicio, sería recomendable que dentro de la enumeración de los términos y definiciones de la UNE (UNE 2) se incorporasen locuciones
como persona que presta apoyo asistencial, persona que presta apoyo representativo.

Igualmente, en la UNE 3.2 cuando se habla de Información al inicio del servicio se debería hacer constar que, si usuario cliente lo necesita, la
entidad titular del servicio o la prestadora del mismo deberían prestar dicha información con los ajustes razonables.

También, dentro de la información proporcionada sobre los requisitos previos para el acceso al servicio, a que se refiere la UNE 3.a) en la
mención actual a la necesidad de autorización expresa de la persona usuaria, tutor legal o persona que le represente previa al alta, se debería
eliminar la mención al tutor legal o persona que la represente para recoger que dicha autorización deberá ser prestada por la persona usuaria
sola o con la intervención de los apoyos asistenciales o representativos que precise.

También en la UNE 3.3b se debería añadir que la entidad titular, o en su caso, la entidad prestadora debe asegurar en esta fase del proceso una
valoración inicial de la persona usuaria y de su entorno, realizada por personal técnico cualificado que se debe completar con una visita
domiciliaria. Esta valoración se debería tener en cuenta, no solo para la asignación del profesional de atención directa más adecuado, sino
también para determinar la necesidad de apoyos que puede precisar en la toma de decisiones que implica la prestación de cuidados.

Igualmente, en la UNE 3.3 e), se podría hacer constar que la entidad prestadora debería garantizar una comunicación con la persona usuaria o
persona de referencia que ella hubiera elegido o con su apoyo representativo para concretar los detalles del servicio (ejemplo, tipo de prestación,
día de inicio, horario, profesional que realizará el servicio). Asimismo, dicha entidad o en su caso, la entidad prestadora debería asegurar en esta
fase del proceso la planificación del servicio a prestar a la persona usuaria (plan de atención), consensuada con esta o con la persona que preste
el apoyo representativo (UNE 3.3 g).

Entre los datos que deben constar en el expediente abierto a cada persona usuaria (UNE3.3i) se debería introducir, además de los datos de
identificación de la persona usuaria, también los de la persona que ha de prestarle apoyo, ya sea de tipo asistencial o representativo.

También merece destacar que en la UNE 3.5.4, cuando se hace referencia a las visitas de seguimiento, se debería recoger que en la visita
domiciliaria de seguimiento que haga la entidad con una periodicidad anual por parte del profesional técnico de coordinación del servicio, a
todas las personas usuarias que lleven más de un año de alta en el servicio, se comprobase también que la voluntad del usuario está siendo
respetada.

Para terminar, en la UNE 3.7, i.f. se debería recoger que en caso de que la persona usuaria del servicio no pueda recibir o entender la información
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(1)

(2)

(3)

(4)

por sí misma, pese a la utilización de ajustes razonables, aquélla se debe facilitar, a la persona que el usuario haya elegido o, en su caso, a la
persona que le presta apoyos representativos.

Este trabajo ha sido realizado en el marco del Proyecto PID2022‐136264OB‐I00, «Socialización del cuidado de las personas mayores: un reto tras la Ley 8/2021»,
financiado por MCIN/AEI/10.13039/501100011033/FEDER, UE y del Proyecto TED2021‐129367B‐I00 «Plataformas digitales para la economía de cuidados»,
financiado por el Ministerio de Ciencia e Innovación MCIN/AEI/10.13039/501100011033 y por la Unión Europea «NextGenerationEU» /PRTR.

La expresión persona de edad fue adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en Resolución 50/141, 97ª sesión plenaria, 21 diciembre 1995, Año
Internacional de las Personas de Edad: hacia una sociedad para todas las edades, A/RES/50/14, § 14. La Experta Independiente Claudia Mahler, en su Informe sobre el
disfrute de todos los derechos humanos por las personas de edad, 48º período de sesiones, 4 de agosto de 2021, A/HRC/48/53, § A.21, aclaró que la expresión
«personas de edad» era la más adecuada para los fines de las Naciones Unidas frente a otro término como «anciano» que, aunque utilizado a menudo para describir a
una persona de edad, o a las personas de edad en general, sin embargo, su uso perpetuaba los estereotipos edadistas sobre las personas mayores, al sugerir que son
frágiles y vulnerables y que carecen de capacidad.

También aparece referencia al tutor legal la norma UNE 158101. Servicios para la promoción de la autonomía personal. Gestión de los centros residenciales y centros
residenciales con centro de día o centro de noche integrado.

Observación general núm. 6 (2018) sobre la igualdad y la no discriminación, 26 abril 2018, CRPD/C/GC/6.
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